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Con proyecto de Ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal para el ejercicio fiscal de 1988, presentada por el Ejecutivo federal

<<Escudo Nacional. - Estados Unidos Mexicanos. - Secretaría de Gobernación CC. secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión.- Presentes.

En cumplimiento a lo que establece la fracción IV del artículo 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en atención a lo dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, me permito someter a su consideración, examen y en su caso aprobación del proyecto de Ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal, para el ejercicio fiscal de 1988.

Reitero a ustedes en esta oportunidad las seguridades de mi consideración distinguida.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

México, Distrito Federal, a 13 de noviembre de 1987. - El Secretario, licenciado Manuel Bartlett Díaz.>>

<<Escudo Nacional. - Estados Unidos Mexicanos. - Presidencia de la República. CC. secretarios de la H. Cámara de Diputados. - Presentes.

Con fundamento en los dispuesto por la fracción I del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la fracción IV del artículo 74 de la misma ley suprema, que me otorgan, como titular del Poder Ejecutivo Federal, la facultad de presentar iniciativas y la obligación de hacer llegar a esa H. Cámara de Diputados, la correspondiente a la ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal, someto a la consideración de esa soberanía nacional, para su análisis y aprobación en su caso, la presente iniciativa de Ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal para el ejercicio fiscal de 1988.

Naturaleza propia del ordenamiento objeto de la iniciativa, es la que el mismo debe ser continente del cúmulo de ingresos fiscales y financieros, que percibirá el fisco del Distrito Federal para hacer frente al imperativo del gasto político, el cual se traduce en obras de beneficio social para toda la comunidad política asentada en esta entidad federativa.

La planeación y la concertación han sido los principios torales que configuran el sustento del ingreso público que se previene para el ejercicio fiscal de 1988, reafirmando la decisión política del pueblo mexicano, representado por el gobierno de la República, de constituirse en una nación con independencia política, económica y social.

Lo anterior es respuesta a la dirección que se ha imprimido a la política financiera del sector público, y desde luego resultado del esfuerzo reiterado de los diversos grupos de contribuyentes, que ha permitido reorientar el proyecto nacional, mediante medidas de carácter colectivo, fundamentadas en la cooperación económica, lo que conlleva a la conservación y superación de la paz social en los Estados Unidos Mexicanos.

Una vez más, no se puede dejar de ponderar con legítimo orgullo la actuación de la autoridad administrativa del Distrito Federal, que ha respondido al imperativo actual del fortalecimiento del ingreso público, mediante una eficiente y eficaz administración de los recursos fiscales y financieros, superando satisfactoriamente las  metas propuestas para el ejercicio fiscal de 1987. Ello debido, fundamentalmente, a las sistemática planeación instrumentada y ejecutada en el marco rector del Plan Nacional de Desarrollo 1983 - 1988, que se hace consistir de manera esencial en la incorporación de modernas técnicas computarizadas, la desconcentración de funciones, el esfuerzo y la voluntad de servicio de las autoridades del Distrito Federal, acciones llevadas a cabo, en la presente administración, con  propósito ineludible de modernizar el aparato burocrático que constituye el soporte humano y material del ingreso público de la capital de la República.

Esta iniciativa se encuentra basada en el fortalecimiento de la soberanía, la preservación y el perfeccionamiento del régimen democrático, republicano, federal y representativo que la Ley Fundamental establece; la igualdad de derechos en atención a las necesidades básicas de la población para el aumento de su calidad debida en los servicios; y desde luego, el respeto irrestricto a las garantías individuales que nuestra Constitución Política consagra en materia tributaria.

La estrategia se apoya en los sectores privado y social, que han sido capaces de apoyar e impulsar los grandes proyectos económicos, con un espíritu que reconoce y adapta su actividad, con dinamismo y participación, confianza y seguridad, hacia el rumbo que toma nuestra nación, quien ha delimitado las orientaciones básicas para la reordenación económica y el cambio estructural, que permitirán avanzar con firmeza el logro de los objetivos propuestos.

Oportuno es considerar las premisas y el diagnóstico de que se ha partido para el diseño de las estrategias, que permitan, a corto, mediano y largo plazo, favorecer formas de organización económica y social que aseguren una mejor redistribución de la riqueza, en razón de que el ideal de igualdad busca lograr la equidad en los procesos económicos en los que se encuentra inmersa la sociedad.

El entorno nacional ha sido adverso y, en gran medida, ha impedido que se alcancen las metas y objetivos que permitan, con la celeridad deseada, el logro del propósito invocado.

Hacia el año de 1982, inicio de la presente administración, México atravesaba por la crisis más aguda de su historia:

Inflación galopante; la inversión pública se había frenado sensiblemente, con el consiguiente detrimento social, todo esto aunado a la baja en el precio de hidrocarburos, que representaban hasta entonces un pilar fundamental de nuestra economía.

El panorama internacional, álgido al igual, no permitía el desenvolvimiento de la estructura hasta entonces conformada, amen de que del exterior se propendía la permanencia estática recrudecida por pretensiones hegemónicas, riesgos de alineamiento, distensión generalizada y profundas fallas de coordinación e interrelación.

Los retos que enfrentó la actual administración, por el estado mismo de las cosas, tuvieron que ser enfrentados con la ordenación de esfuerzos y recursos, con el empeño de preservar en las decisiones, con flexibilidad ante las circunstancias del momento histórico, pero con firmeza y claridad de propósitos, sabiendo anteponer los intereses nacionales sobre los particulares o de grupos.

En una primer etapa, se hizo imprescindible atender la dinámica misma de la industrialización, los requerimientos de infraestructura y la necesidad de abasto y suministro de bienes y servicios básicos, para una ciudad en rápido proceso de urbanización, mediante la obtención de recursos externos, además de un alto costo inflacionario, en virtud de que, de no haberse hecho así, se hubiera frenado un desarrollo incipiente, dando marcha atrás a proyectos nacionales, con un alto costo social e inestabilidad política, lo cual sólo agudizaría y haría recurrente la crisis, reduciéndose, a su vez, las posibilidades de recuperación.

Así las cosas, se debieron atender las siguientes prioridades:

- Recuperar la tasa de empleo, combatiendo la tendencia de deterioro creciente.

- Detener la contracción en la producción de alimentos, lo que implicó una necesidad de importar los citados productos básicos.

- Fomentar el ahorro interno a través del sistema financiero nacional, con los instrumentos de intermediación como lo son las sociedades nacionales de crédito y, de manera reciente, las casas de bolsa, para la obtención de recursos que generan inversión.

- Aplicar capital de trabajo a empresas que casi habían dejado de operar por carecer de recursos financieros.

- Frenar la inflación, que de manera galopante se había incrementado a niveles poco deseables.

- Establecer una proporcionalidad en los ingresos y gasto corriente, que se venía sufragando con los servicios de la deuda que era ya desproporcionada.

- Redocumentar la deuda externa, con dignidad y condiciones propicias.

Por lo anterior, se priorizó la acción gubernamental ante el marco rector del Programa Inmediato de Reordenación Económica, estableciendo medidas severas para contrarrestar la severidad y magnitud de la crisis. Estas medidas incluyendo la racionalidad, austeridad y disciplina presupuestarias; honestidad y mayor rendimiento en el gasto público; la moderación de las utilidades y los salarios; el fomento del ahorro, mediante el aumento de las tasas de interés o mecanismos bursátiles, con el beneficio estatal correspondiente mediante obtención de recursos por el encaje legal; patrones de vida más sobrios; nuevos esquemas cambiarios y de comercio exterior; reestructurar la administración pública; reordenar las prioridades del gasto y la inversión pública; profundizar en la reforma tributaria; protección al empleo; abasto popular garantizado y protección a la planta productiva.

De manera significativa, gradualmente y mediante la concertación, se avanzó, sin que con ello se pretenda manifestar que se han logrado las metas propuestas, debido a que, en esencia, la solución a la problemática no se encuentra plasmada en fórmulas ortodoxas dogmáticas simples, por lo que la más sana prudencia administrativa ha dictado los lineamientos fundamentales que, a juicio del Poder Ejecutivo Federal, se hacen consistir en la reordenación económica y en el campo estructural, que integran programas de gobierno permanentes, perfectibles y recurrentes.

Las condiciones externas siguen siendo desfavorables, las internas has perdido su agudeza, no así su intensidad, sin que ello obste para que con fe, disciplina, inteligencia, vocación de servicio y voluntad reiterada se siga intensificando un repunte, cuantitativa y cualitativamente más alentador.

Las líneas de acción mencionadas consideran la reforma fiscal como un elemento que genera e impulsa el progreso nacional, por ello la política tributaria busca fortalecer las acciones emprendidas, además de que se subsume en su estructura conceptual y real.

La magnitud singular y progresiva de la ciudad de México, así como los perfiles propios de la explotación demográfica del Distrito Federal, que tienden a exceder los controles y las medidas más osadas de carácter administrativo, constituyen causa primordial y a la vez efecto relevante del entorno nacional que envuelve la problemática descrita de toda la República mexicana, que se exhibe  con agudeza en los campos económico, financiero y fiscal, retos que ameritan y exigen acciones impostergables del gobierno de la República, quien tiene encomendado el que corresponde al Distrito Federal.

El fortalecimiento del ingreso de la hacienda pública del Distrito Federal se encuentra sustentado por cuatro orientaciones básicas: La actualización gradual de la bases gravables del Impuesto Predial, para reflejar en términos reales el valor catastral de los inmuebles ubicados en el Distrito Federal; incorporación de nuevas contribuciones, con objeto imponible no gravado y acorde al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal; el ajuste desfasado de las cuotas de derechos por los servicios que el Departamento del Distrito Federal proporciona en funciones de derecho público para no distanciarse del costo de su prestación; y por último, el aumento progresivo e incesante en la eficiencia y en la eficacia de la administración de la recaudación del Impuesto al Valor Agregado.

El Impuesto Predial, cuyo objeto le constituye la propiedad o posesión de inmuebles en el ámbito del Distrito Federal, no había sufrido más que incrementos incidentales antes de 1983, toda vez que el valor catastral permanecía fijo, debido a la obsolescencia de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal que estuvo vigente hasta el 31 de diciembre de 1982.

Lo anterior precisó establecer un nuevo esquema jurídico que permitiera, con dinamismo y juridicidad, la administración del ingreso público generado por la causación del Impuesto Predial, dando como resultado la aprobación, para entrar en vigor el 1o. de enero de 1983, de la actual Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal que, sin menoscabo de coherencia, claridad, precisión y apego a las garantías individuales, permitía a las autoridades fiscales del Departamento del Distrito Federal, el ejercicio de facultades impositivas de manera dinámica y acorde a los requerimientos del momento histórico.

De esta manera, se establecieron tres procedimientos para la actualización del valor catastral como base gravable del Impuesto Predial, que consisten:

a) Por un avalúo físico practicado al bien inmueble, que tiene como característica el reflejo de su valor real;

b) Por la aplicación de los valores unitarios del suelo y de las construcciones, actualmente establecidos por el H. Congreso de la Unión, y

c) Por la aplicación de factores señalados anualmente por el mismo Congreso de la Unión, sistema en el que para obtener la base gravable a la suma del valor del suelo y de las construcciones, hechas las reducciones legales correspondientes, se aplica el factor respectivo.

Paulatinamente se ha venido actualizado, por medio de estos tres procedimientos, el valor catastral de los inmuebles ubicados en el Distrito Federal, sin que sea dable una revaluación masiva y en toda su intensidad, ni antes ni ahora, en tanto que la política tributaria actual no hacía aconsejable el incremento del valor catastral al máximo, con el consiguiente de los ingresos en el renglón del Impuesto Predial, pues las acciones tomadas han tenido que ser sin grave detrimento de la paz social y política de los habitantes del Distrito Federal.

Esta contribución ligada a la propiedad raíz, en su administración, conserva un paralelismo en el presente ejercicio fiscal respecto de los anteriores, ya que, se reitera, la actualización de valores se ha venido realizando gradualmente, con el propósito de no impactar significativamente la capacidad contribuida de los sujetos obligados al pago del gravamen, no de una manera drástica, sino en forma progresiva que permita la concientización y el convencimiento de los contribuyentes  sobre sus deberes constitucionales.

Así pues, vinculada estrechamente esta iniciativa con la relativa a las reformas a la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal, se propone incrementar los ingresos por concepto del Impuesto Predial en un porcentaje superior al 100% respecto de los de 1987, como resultado de un incremento porcentual generalizado, con algunas salvedades, a los valores unitarios del suelo y de las construcciones, que devienen en el incremento de la base gravable y en el aumento consiguiente de las cuotas de esta contribución, todo esto con apoyo en la mencionada administración eficiente y eficaz por parte de las autoridades fiscales del Distrito Federal.

Del mismo modo y por razones análogas, en los ingresos previstos para el ejercicio fiscal de 1988 por otros conceptos, se busca conservar el ingreso real de la hacienda pública del Departamento del Distrito Federal, con tendencia al incremento, con el propósito continuado de no demeritar el apoyo de los ingresos propios obtenidos por concepto de  contribuciones locales.

En esta tesitura, los ingresos programados por concepto de los otros impuestos, de igual manera que los de contribuciones de mejoras, se han estimado con las cuotas ya establecidas hasta ahora, pero teniendo en cuenta que las bases gravables tienden por sí solas al incremento, con excepción del impuesto sobre Nóminas cuyos ingresos correspondientes se han calculado en forma conservadora, por la razón de que, al tratarse de una nueva contribución, se debe tener oportunidad de manejar su administración, a la vez que atender el comportamiento de su recaudación.

En los derechos, resalta el incremento porcentual generalizado a todas estas contribuciones, con la aplicación del factor de 1.80 a las cuotas vigentes al mes de diciembre de 1987, con la salvedad de aquellas que se encuentran señaladas en por ciento o al millar, cuya cuantía se incrementa conforme se aumenta la base gravable de la contribución.

En los ingresos por concepto de derechos, incide notoriamente la nueva mecánica establecida para su actualización, que tiene el propósito de que los incrementos anuales no constituyan un impacto significativo para  los contribuyentes, lo que explica la innovación de un factor mensual de incremento para los derechos, que permitirá que, para el ejercicio fiscal de 1989 el factor de incremento no sea más que un ligero ajuste al resultado de los realizados durante el año de 1988,  pero que, para el ejercicio fiscal de este año de 1988, representa un incremento a los ingresos por estos renglones.

El renglón intitulado participaciones en impuestos federales requiere una atención y un comentario especial, no solamente por el monto altamente significativo de los ingresos programados, sino también por la cabal concepción de esta clase de ingresos, que de ninguna manera y bajo ningún aspecto se pueden considerar como subsidio, ayuda o dádiva, de parte del gobierno federal a las entidades federativas, y menos aún tratándose del Distrito Federal en particular.

En efecto, la coordinación fiscal debe ser atendida como el sistema por el que la Federación y entidades federativas conciertan, mediante acuerdos y convenios, un orden tributario uniforme sobre las bases de colaboración administrativa y la participación que corresponda a las haciendas públicas locales, que ha tenido por objetivo y meta el fomento al federalismo y el desarrollo al núcleo básico de la sociedad, que en los Estados Unidos Mexicanos lo constituye el municipio.

Sustentada y garantizada por la normatividad contenida en el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la coordinación fiscal ha ordenado la acción impositiva de las entidades federativas y de la Federación, para que, además del desarrollo regional, se evite el fenómeno de la doble imposición, generado de manera fundamental por las facultades coincidentes que, en materia tributaria, se derivan de la Constitución General, y como consecuencia de esto, de las contribuciones locales.

Dentro del entorno constitucional perfilado por la adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, las entidades federativas acuerdan suspender, dejar de percibir o no mantener en vigor, contribuciones cuyo objeto determinan expresamente las leyes, concretamente la Ley del Impuesto al Valor Agregado en su artículo 41 y la Ley de Coordinación Fiscal en su artículo 10-A, lo que sucede igualmente con el Distrito Federal, aun cuando su adhesión al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal sea, en este caso, por mandato mismo del Poder Legislativo.

Así, las entidades adheridas perciben una participación por la recaudación de contribuciones de orden federal, pero no sólo debido a la acción impositiva que se genera en su circunscripción territorial, sino que, además, por el detrimento patrimonial que opera en las haciendas públicas locales por las restricciones o prohibiciones en la imposición de contribuciones de carácter local, al declinar el ejercicio de sus facultades tributarias, en aras de un sistema tributario uniforme de carácter nacional.

Así pues, la participación que recibe una entidad por la realización de las acciones antes mencionadas, no constituye una concesión graciosa de parte de la Federación, sino que se trata de la redistribución justa del ingreso público generado en un territorio espacialmente delimitado, teniendo por últimos destinatarios del Sistema Nacional de la Coordinación Fiscal a los residentes en el mismo.

El proyecto nacional, y desde luego la presente iniciativa de Ley de Ingresos del Departamento del Distrito Federal, no pierde de vista la conformación del Sistema Federal Mexicano que, por ministerio del artículo 40 constitucional implica que el pueblo mexicano se constituya en una República representativa, democrática, federal, compuesta de estado libres y soberanos en todo lo que concierne a su régimen interior, pero unidos en una Federación establecida según los principios de la Ley Fundamental.

Este orden político supone la participación proporcional del gobierno federal y del gobierno local, cada uno en el ámbito de su propia esfera de competencia, con particular énfasis en la redistribución de los ingresos públicos.

En este entorno constitucional, legal y administrativo, la participación en impuestos federales que percibirá el Departamento del Distrito Federal, refleja la acción impositiva de esta entidad federativa, misma que se reitera en sustanciosa y relevante respecto de las demás que integran la Federación.

Los ingresos extraordinarios que se programan para el fisco local, tendrán un carácter complementario de los ingresos ordinarios, con la firme intención de que su aplicación será subsidiaria y dentro de un criterio de apoyo a programas prioritarios, reiterándose las líneas de acción previstas para ejercicios fiscales anteriores, a fin de que , de esta manera, se genere progreso y desarrollo mediante recursos internos, contando con la ineludible participación de nuestra sociedad civil.

Por lo expuesto, el Ejecutivo Federal a mi cargo somete a esa honorable representación nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY DE INGRESOS DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 1988

Artículo 1o. En el ejercicio fiscal de 1988, el Departamento del Distrito Federal percibirá los ingresos provenientes de los conceptos y en las cantidades estimadas que a continuación se enumeran:

Millones de pesos

I. Impuestos
318,087

1. Predial
118,262

2. Sobre Adquisición de inmuebles
  44,646

3. Sobre espectáculos públicos
  10,700

4. Sobre loterías, rifas, sorteos y concursos
    4,667

5. Substitutivo de estacionamientos
      250

6. Sobre nóminas
139,562

II. Contribuciones de mejoras:
   3,210

III. Derechos:
198,892

1. Por la prestación de servicios de agua
  69,411

2. Por la prestación de servicios del Registro Público de la propiedad y del Comercio
  25,086

3. Por los servicios de control vehicular
  81,057

4. Por servicios de alumbrado público
    7,658

5. Por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público del departamento del distrito federal
    1,431

6. Por cuotas de recuperación por servicios médicos
    1,231

7. Por la prestación de servicios del Registro Civil
    2,653

8. Por la expedición de licencias para la explotación de minas y canteras, refrendo anual, así como la supervisión de los trabajos
      115

9. Por la expedición de la placa de control de uso y ocupación de inmuebles 
        40

10. Por la prestación de servicios de demolición de inmuebles
   1,100

11. Por la prestación de servicios que correspondan a funciones de derecho público distintos de los señalados en los incisos anteriores
   9,110

IV. Contribuciones no comprendidas en las fracciones precedentes, causadas en ejercicios fiscales anteriores, pendientes de liquidación o pago:
      152

V. Accesorios de las contribuciones:
  18,216

VI. Productos:
  73,514

1. Por la prestación de servicios que correspondan a funciones de derecho privado       200

2. Por el uso, aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio privado
73,314

a) Tierras y construcciones
1,617

b) Enajenación de muebles e inmuebles
350

c) Intereses valores, créditos y bonos
67,847

d) Utilidades de organismos descentralizados y empresas de participación estatal
3,500

e) Otros
10,929

VII. Aprovechamiento:

1. Reintegros y cancelación de contratos
1

2. Multas administrativas, así como las impuestas por autoridades judiciales y reparación del daño denunciado por los ofendidos
3,960

3. Donaciones en especie a cargo de propietarios de fraccionamientos de terrenos
2

4. Aportaciones en efectivo por fraccionamientos de terrenos y por la construcción de conjuntos habitacionales
1

5. Aportaciones en efectivo por quienes construyen obras nuevas para la dotación general de la infraestructura, equipos y servicios urbanos
1

6. Cuotas por la división, subdivisión o relotificación de predios
400

7. Otros no especificados
6,564

VIII. Participación en impuestos federales:
2'267,600

1. Por el fondo general y por el fondo financiero complementario
2'199,100

2. Por la participación del 80% de la recaudación del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos
35,000

3. Por gestión de cobro
33,000

4. Por multas administrativas impuestas por autoridades federales no fiscales 
500

IX. Ingresos derivados en financiamientos:
432,416

1. Empréstitos:
261,416

a) Al Departamento del Distrito Federal
156,149

b) A los organismos descentralizados del Departamento del Distrito Federal 
105,267

2. Otros no especificados (Adefas)
171,000

X. Otros ingresos:
1'851,226

1. Ingresos y financiamiento de organismos descentralizados y empresas de participación estatal.(ingresos propios)
576,233

2. Transferencias del Gobierno Federal.
1'274,993

Total:
55'174,242

Artículo 2o. Se autoriza al Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con la participación del Departamento del Distrito Federal, para contratar y ejercer créditos, empréstitos y otras formas del ejercicio del crédito público, que no rebasen el monto neto de 222 mil 690 millones de pesos por endeudamiento del Presupuesto de Egresos del Departamento del Distrito Federal para 1988, en los términos y condiciones que ordena la Ley General de Deuda Pública.

Unico. Esta ley entrará en vigor el día primero de enero de mil novecientos ochenta y ocho.

Palacio Nacional, a 13 de noviembre de 1987.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Miguel de la Madrid de la Madrid Hurtado.>>

El C. Presidente: - En virtud de que este documento ha sido ya impreso y se está distribuyendo entre los ciudadanos diputados, se va a proceder a darle el trámite correspondiente.

Trámite: - Recibo, y túrnese a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y del Distrito Federal.

